


El presente número de El TOPIL lanza una pregunta fundamental para estos tiempos de 
agravios, afectaciones y despojo de territorios a las poblaciones indígenas ¿Hasta cuando se 
consultará a los indígenas en temas centrales para su desarrollo y bienestar? 

A partir de esta pregunta hemos invitado a colaborar en esta entrega a destacados analis-
tas sobre el tema de la consulta para impulsar un diálogo abierto. Desde sus distintas visiones 
los autores nos llevan a un recorrido por la historia reciente de México y nos invitan a la re-
flexión sobre un tema que ya no admite demora.

Francisco López Bárcenas analiza: “Los pueblos que aceptan la consulta como instru-
mento de dialogo con el estado para discutir si aceptan o no los megaproyectos apelan a la 
consulta, no porque estén convencidos de que sea el camino adecuado para defender sus 
derechos, sino porque es el único camino legal que les han dejado frente al autoritarismo 
gubernamental y la voracidad de las empresas. Pero en el fondo lo que buscan es preservar su 
condición de pueblos y asegurar que van a seguir siéndolo; para lo cual es indispensable man-
tener su integridad territorial, así como el control de los recursos naturales en ellos existentes.”

En una reflexión sobre consulta y consentimiento informado, Aldo González Rojas, nos 
dice: “Habrá que tener siempre presente, que la consulta no es el fin, sino el medio para al-
canzar un acuerdo o lograr el consentimiento de los pueblos o comunidades afectadas; por lo 
que para lograrlo, antes de iniciar la operación del proyecto, e incluso antes de iniciar la ela-
boración del mismo, se debe proporcionar toda la información a las comunidades afectadas, 
a fin de que puedan valorar las posibles afectaciones y puedan incluso proponer cambios al 
proyecto que eviten impactos negativos a la forma de vida de las comunidades involucradas. 
Sólo la realización de consultas que cumplan con éstos estándares mínimos nos permitirán 
construir una relación respetuosa entre los pueblos indígenas, el Estado mexicano y el resto 
de la sociedad y la gobernabilidad deseada por todos.”

Después de hacer un análisis exhaustivo sobre la legislación mexicana, Eduardo Castillo, 
concluye: “Bajo este panorama legislativo secundario no es aventurado señalar que el Estado 
Mexicano no garantiza de manera satisfactoria el derecho a la consulta de pueblos y comuni-
dades indígenas”.

En un texto periodístico de gran actualidad, Eduardo Bautista analiza las preguntas for-
muladas por países miembros de la ONU a México: “El derecho a la consulta hacia los pueblos 
y comunidades en donde se emprendan proyectos de impacto regional no debe quedarse en 
un referente normativo más de la Convención 169 de la OIT, de la Declaración Internacional 
de los Pueblos Indígenas o de nuevas reformas constitucionales de los Estados. Por el contra-
rio, debe pasar al terreno de los hechos, que se respete como práctica política de los diversos 
actores sociales en América Latina y en todos los lugares en donde se emprendan proyectos 
de impacto regional”.
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Uno de los instrumentos jurídicos que más han esgrimido los pue-
blos indígenas en defensa de sus territorios y los recursos naturales 
es la consulta y el consentimiento previo, que se regula tanto en la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos como en el 
Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) y 
la Declaración de las Naciones Unidas sobre pueblos indígenas. Lo 
utilizan frente a las autoridades administrativas y cuando éstas no 
los escuchan lo llevan ante los tribunales de amparo, quienes, más 
sensibles a lo que las leyes disponen, comienzan a darles la razón, 
ordenando la suspensión del acto reclamado que les causa perjuicio, 
como en los casos de Wirikuta, en San Luis Potosí, que reclaman el 
otorgamiento de concesiones mineras en su territorio; o San Dioni-
sio del Mar, en Oaxaca, que reclaman la instalación de generadores 
de energía eólica sin su voluntad; mientras en otros, como Hueto-
sachi, Chihuahua, que exigen se les tome en cuanta en el proyecto 
turístico Barrancas de Cobre, hasta dictan sentencias definitivas.

Lo anterior no significa que los pueblos triunfen, porque el go-
bierno federal se niega a ejecutar las sentencias judiciales, como 
el ya citado caso de Huetosachi, y cuando no le queda más reme-
dio que hacerlo, las cumple haciendo una interpretación restricti-
va de ellas, como el caso de la tribu yaqui. Para estos funcionarios, 
las disposiciones del Convenio 169 de la (OIT) no pueden aplicarse 
porque se carece de una ley que indique cómo hacerlo. Esa es su 
justificación, aunque la verdad es que no quieren aplicarlo porque 
sienten que al hacerlo afectan los intereses de la clase dominante. 
En ese sentido respondieron al Consejo Regional de Autoridades 
en Defensa del Territorio, en la región de la montaña del estado de 
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Guerrero, el cual en abril pasado exigió al Presidente de la República 
que cancelara las concesiones mineras otorgadas sobre su territo-
rio, porque no se les consultó antes de hacerlo, como dispone el 
Convenio 169 de la OIT.

La contestación, firmada por el director general de Desarrollo 
Minero, el 4 de julio del presente año, textualmente dice: Por lo que 
respecta al Convenio 169 de la Organización Internacional del Tra-
bajo al que hacen referencia, es necesario señalar que aunque Méxi-
co ha suscrito dicho convenio, la legislación secundaria para su apli-
cación aún no se expide. Así mismo, las regulaciones ambientales 
existentes suplen la falta de reglamentación del convenio. Después 
de esta aseveración, desconociendo la validez a un tratado interna-
cional, la autoridad federal se embarcó en una explicación sobre la 
protección que brinda la legislación ambiental, y la posibilidad de 
que en el momento oportuno, los inconformes soliciten audiencias 
públicas para que la autoridad explique el contenido de la manifes-
tación de impacto ambiental, acto en el que cualquier ciudadano 
puede participar, para manifestar sus comentarios, argumentos y 
consideraciones, a fin de que se tomen en cuenta.

Esa no es la única posición gubernamental. Hay otras autori-
dades que aceptan la consulta pero la conciben a su manera. Es 
el caso de la Comisión Federal de Electricidad, que el 29 de julio 
pasado emitió una convocatoria dirigida a los habitantes del mu-
nicipio de Ruiz, en el estado de Nayarit, para que el 30 de agosto 
acudieran a una reunión de consulta de opinión y acuerdos relativa 
al proyecto hidroeléctrico Las Cruces. Como si fuera una asamblea 
agraria, también acudió la Procuraduría Agraria (PA) y la Comisión 
Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (CDI). A pesar 
de la anomalía en la convocatoria, que pretendía desahogar una 
consulta en un sólo acto, cuando el Convenio 169 establece que 
se trata de un proceso largo y complejo que puede llevar meses, el 
pueblo convocado acudió y después de escuchar a los funcionarios 
estatales expresó su rechazo al proyecto, a pesar de los proyectos 
económicos que la CDI ofertó.

Finalmente, hay autoridades que deciden ignorar el derecho a 
la consulta, como la Secretaría de del Medio Ambiente y Recursos 
Naturales, que el día 3 de octubre publicó en su Gaceta oficial la 
autorización a minera Espejeras, filial del grupo Frisco, del magnate 
Carlos Slim, para que realice trabajos de exploración en el municipio 
de Tetela de Ocampo, a pesar de que en consultas públicas ante-
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riores, los posibles afectados se pronunciaron abiertamente contra 
el proyecto. Lo que puede verse en esta diversidad de posiciones 
del gobierno federal es una gran confusión e indefinición de los 
funcionarios gubernamentales ante un derecho fundamental de 
los pueblos indígenas, lo cual resulta grave pues ya sea por actitud 
indebida o por omisión, terminan violando impunemente los dere-
chos reconocidos a los pueblos indígenas tanto en la Constitución 
Federal como en el derecho internacional.

Esta política gubernamental de desconocer los derechos de los 
pueblos indígenas, o reconocerlos reduciéndolos a su mínima ex-
presión, sólo para cumplir las formas, lo único que logra es aumen-
tar el encono de los agraviados y abonar el camino de la resistencia, 
pues en la violación de sus derechos territoriales ven también el pe-
ligro de su existencia. Y si las instituciones gubernamentales no les 
dan ninguna respuesta satisfactoria, la van a construir a su manera. 
Ahora apelan a la consulta, no porque estén convencidos de que 
sea el camino adecuado para defender sus derechos, sino porque 
es el único camino legal que les han dejado frente al autoritarismo 
gubernamental y la voracidad de las empresas. Pero en el fondo lo 
que buscan es preservar su condición de pueblos y asegurar que 
van a seguir siéndolo; para lo cual es indispensable mantener su 
integridad territorial, así como el control de los recursos naturales 
en ellos existentes.

Dicho de otra manera, los pueblos que aceptan la consulta como 
instrumento de dialogo con el estado para discutir si aceptan o no 
los megaproyectos, y si los aceptan en qué condiciones, le están 
dando una oportunidad al estado y las empresas de actuar dentro 
del marco jurídico que la ley les ordena ajustar sus actuaciones y 
ofreciendo una vía para evitar conflictos mayores. 

Desgraciadamente los funcionarios estatales y representantes 
empresariales piensan que esa actitud de los pueblos es signo de 
debilidad y buscan  aprovecharla para imponer sus proyectos. Peor 
para ellos porque cuando el conflicto estalle no habrá forma de 
echar mano de ese instrumento y los costos serán más altos para 
todos. Más les valdría entender que el mundo cambió, que los pue-
blos indígenas saben que tienen derechos y van a defenderlos; y a 
ellos no les queda más alternativa que asumir los costos de respetar 
el derecho a la consulta y el consentimiento previo. Antes que los 
pueblos indígenas que la aceptan se decidan caminar por otro ca-
mino, que ya varios pueblos caminan y otros están construyendo.
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El derecho a la consulta y el consentimiento libre previo e informado de los 
pueblos indígenas de México, no es un derecho aislado, éste debe enten-
derse en el contexto del derecho a la libre determinación de estos pueblos.

El artículo 2º de la Constitución mexicana establece que “El derecho 
de los pueblos indígenas a la libre determinación se ejercerá en un marco 
constitucional de autonomía que asegure la unidad nacional”. El mismo 
artículo en su apartado A especifica una serie de asuntos en los cuales 
estos pueblos pueden ejercer ese derecho, para al final estipular que  “Las 
constituciones y leyes de las entidades federativas establecerán las carac-
terísticas de libre determinación y autonomía que mejor expresen las si-
tuaciones y aspiraciones de los pueblos indígenas en cada entidad”.

Leyendo entre líneas estas disposiciones, podemos entender entonces 
que la libre determinación de estos pueblos se regulará en los estados, 
con el inconveniente de que las leyes estatales no pueden obligar a las 
instituciones federales; o bien no tienen competencia para regular algu-
nos asuntos como el acceso a la tierra y los recursos naturales, pues son de 
competencia federal.

Asimismo, como lo señaló el movimiento indígena en el año 2001, en 
el mismo artículo 2º, en su apartado A, fracción VI, se establece una sig-
nificativa limitación al derecho de libre determinación, cuando se enun-
cia que los pueblos indígenas podrán “acceder, con respeto a las formas 
y modalidades de propiedad y tenencia de la tierra establecidas en esta 
Constitución y a las leyes de la materia, así como a los derechos adquiridos 
por terceros…, al uso y disfrute preferente de los recursos naturales de los 
lugares que habitan y ocupan las comunidades…”

La contradicción de dar derecho constitucional de libre determinación 
a los pueblos indígenas y después obligarlos a ser respetuosos de una ley 
reglamentaria desde una disposición constitucional, solo se entiende bajo 
un contexto de discriminación hacia estos pueblos, así como de preparar 

LA CONSULTA Y EL 
CONSENTIMIENTO LIBRE, 
PREVIO E INFORMADO
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el terreno jurídico para que terceros puedan acceder a sus tierras, terri-
torios y los recursos existentes en ellos.

El embrollo jurídico se inclina a favor de los pueblos indígenas cuan-
do el 10 de junio del 2011 se reforma el artículo 1º de la Constitución 
Federal Mexicana, estableciéndose que “las normas relativas a los dere-
chos humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución 
y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo 
tiempo a las personas la protección más amplia”.

Sin embargo el 3 de septiembre de este año, el poder judicial retroce-
de al aprobar un nuevo criterio jurisprudencial en el que se reconoce que 
los derechos humanos contenidos en tratados internacionales de los que 
México es parte tienen la misma jerarquía que la Constitución, pero si ésta 
restringe alguno de esos derechos deberá prevalecer ese último límite.

Este es el contexto bajo el cual hoy los pueblos indígenas en distintos 
lugares del país reclaman su derecho a la consulta y consentimiento libre 
previo e informado, al ver afectados sus territorios por empresas extran-
jeras que en la mayoría de los casos, han recibido alguna concesión del 
gobierno federal para explotar, minas, aire, agua, o establecer modernas 
carreteras para tránsito de mercancías, entre otros megaproyectos.

Lo grave de la situación, es que cada vez es más común encontrar 
casos en los que los empresarios, aplican la llamada “ingeniería de con-
flictos” para lograr sus propósitos; misma que tiene diferentes expresio-
nes como: la compra de adeptos a sus proyectos a través de dádivas 
directas u ofreciendo empleos a corto plazo; corrupción de autorida-
des municipales o representantes comunales; financiamiento de cam-
pañas políticas para asegurar el control político de la zona; creación de 
cuerpos de seguridad que operan fuera de la legalidad, para aterrori-
zar a quienes ofrecen resistencia al proyecto en cuestión; compra de 
voluntades de mandos policiacos, para aparentar legalidad y protec-
ción del Estado a sus inversiones; asesinato de líderes opositores; o una 
combinación de ellas.

Frente a esta caótica situación que impera en múltiples territorios 
indígenas a lo largo y ancho del planeta, es urgente establecer meca-
nismos que permitan a los pueblos vivir en la relativa tranquilidad que 
les garantizaba estar ubicados en las zonas marginadas a que fueron 
empujados en la época de la anterior colonización de sus territorios.

El derecho a la consulta para llegar a un acuerdo o alcanzar el con-
sentimiento, que establece el Convenio 169 sobre pueblos indígenas 
y tribales de la Organización Internacional del Trabajo, es entonces un 
mecanismo intermedio entre el derecho a la  libre determinación de 
los pueblos indígenas y las disposiciones administrativas o legislativas 
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que puede dictar un Estado de manera autoritaria. Este derecho se perfec-
ciona en el texto de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los dere-
chos de los pueblos indígenas, donde se estipula que el consentimiento 
debe ser libre, previo e informado.

Tomando en consideración lo establecido en los instrumentos interna-
cionales mencionados anteriormente, las consultas solicitadas a los Esta-
dos por pueblos indígenas interesados en su realización, deberán cubrir 
una serie de estándares internacionales que se han ido estableciendo en 
resoluciones internacionales como la dictada por la Corte Interamerica-
na de Derechos Humanos, a favor del pueblo indígena de Sarayaku vs. 
Ecuador, donde se dispone la obligación de consultar como un principio 
general de Derecho Internacional; lo que obliga incluso a los Estados que 
no hayan ratificado el Convenio 169.

Estándares básicos para la realización de una consulta:
Es obligación de los Estados consultar a los pueblos indígenas, cada vez 
que prevean medidas administrativas o legislativas susceptibles de afec-
tarles directamente. Los Estados no deben esperar que los pueblos solici-
ten la realización de una consulta, sino que este debe ser un procedimien-
to previsto antes de implementar la medida. En Oaxaca, en múltiples ca-
sos se han dictado distintas medidas administrativas que están afectando 
directamente a muchas comunidades indígenas, violando así su derecho 
a ser consultados previamente, desgraciadamente la mayoría de éstas co-
munidades no han recurrido a tribunales para revertir estas disposiciones 
o exigir la reparación del daño.

Afortunadamente en nuestro país ya se han dado casos en que los pue-
blos indígenas han recurrido a los tribunales para exigir su derecho a ser 
consultados, obteniendo resoluciones favorables; como la de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación en el caso del Acueducto Independencia, 
que pretende realizarse en territorio yaqui, donde se deja sin efecto la Au-
torización de Impacto Ambiental emitida por la SEMARNAT, por no haber 
realizado el proceso de consulta correspondiente; o la del Tribunal Federal 
de Justicia Fiscal y Administrativa, que falló a favor de los pueblos zapotecas 
de los distritos de Ocotlán y Zimatlán de Álvarez, al ordenar a la Comisión 
Nacional del Agua (CONAGUA) realizar una consulta sobre la posible modi-
ficación del Decreto de veda del acuífero en los Valles Centrales de Oaxaca.

Al ser la consulta previa una obligación del Estado, éste debe contar 
con las instituciones necesarias para garantizar este derecho a los pue-
blos indígenas. Hasta el momento no existe legislación al respecto por lo 
que no se cuenta con instituciones especializadas en la materia. Habrá 
que recordar que los esfuerzos hechos en 2008 por el entonces legisla-
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dor oaxaqueño Teófilo Manuel García Corpus para crear la Ley Federal de 
Consulta a los Pueblos Indígenas, en la que se contemplaba la creación 
de un Organismo Técnico, especializado en la realización de consultas, se 
desechó. Esta acción consolida la apreciación del Dr. Rodolfo Stavenha-
gen, Relator Especial para Pueblos Indígenas de las Naciones Unidas, quien 
en su informe sobre México realizada después de su visita en el año 2003, 
afirma en sus conclusiones: “Los partidos políticos prestan poca atención a 
la problemática indígena y las agendas legislativas a nivel federal y estatal 
le atribuyen baja prioridad”.

En Oaxaca el pasado 9 de agosto de este año se presentó al goberna-
dor del Estado una propuesta de iniciativa de reforma a la Constitución 
sobre derechos de los pueblos indígenas y negro afromexicano de Oaxa-
ca, donde se contempla la creación de un Instituto de los Derechos de los 
Pueblos Indígenas y Afromexicano de Oaxaca, quien se encargaría de la 
realización de las consultas; sin embargo a la fecha aún no ha sido presen-
tada al Congreso.

Las consultas se deben realizar mediante procedimientos apropiados. 
No se puede obligar a un pueblo o comunidad indígena a utilizar un pro-
cedimiento extraño a su cultura, como un plebiscito o referéndum, o bien 
el uso de urnas. En el caso de Oaxaca la mayoría de las comunidades y 
pueblos indígenas toman sus decisiones en asambleas comunitarias, por 
lo que se puede decir que ésta es su institución más representativa; sin 
embargo dependiendo del pueblo en cuestión, podría haber otros proce-
dimientos culturales propios, como la realización de ceremonias tradicio-
nales previas a la toma de alguna decisión, o que tengan que analizarse 
previamente las propuestas, por parte de otras instancias comunitarias, 
como los consejos de ancianos o caracterizados. Para hacer efectiva esta 
disposición, es necesario entonces que antes de realizar la consulta, se es-
tablezca con la participación de los pueblos o comunidades en cuestión 
el procedimiento a seguir en la consulta, y al momento de su realización 
se utilice la lengua indígena correspondiente.

Es necesario que antes de realizar la consulta se establezca con toda 
claridad el sujeto a ser consultado. En algunos casos puede ser una sola 
comunidad, pero en otros pueden verse involucradas varias comunidades. 
Las comunidades interesadas deberán identificarse teniendo en cuenta 
que las afectaciones no solo deben ser de carácter material, sino que de-
ben considerarse las implicaciones sociales, culturales, religiosas y espiri-
tuales que podría provocar la medida en cuestión; así como las posibles 
afectaciones a la integridad de sus valores (ayuda mutua, rituales en lu-
gares sagrados), prácticas (recolección o cacería de especies silvestres), e 
instituciones (realización de asambleas, tequios, fiestas). Se trata entonces 
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de que las comunidades involucradas puedan valorar si 
su forma de vida puede modificarse con el proyecto en 
cuestión, y si así fuera, si están dispuestos a aceptarlo.

Tanto el Convenio 169 de la OIT, como lo Declara-
ción de la ONU sobre los derechos de los pueblos indí-
genas establecen que las consultas deberán efectuar-
se de buena fe. No se trata de convencer a toda costa 
al pueblo o comunidades que pueden resultar afecta-
das directamente, sino que este proceso se haga en un 
marco de confianza y transparencia. En este sentido, 
muchas de las prácticas que hoy se viven en comuni-
dades oaxaqueñas que protestan por la intromisión de 
terceros en sus tierras o territorios, pueden ser califi-
cados como actos de mala fe, entre los que podemos 
encontrar la realización de propaganda a favor de una 
opción, la corrupción de autoridades para convencer 
a su comunidad, el uso de golpeadores al servicio de 
las empresas, cualquier intento de desintegración de 
la cohesión social de las comunidades afectadas, hasta 
actos cobardes como asesinatos de personas oposito-
ras a los proyectos.

Habrá que tener siempre presente, que la consulta 
no es el fin, sino el medio para alcanzar un acuerdo o 
lograr el consentimiento de los pueblos o comunida-
des afectadas; por lo que para lograrlo, antes de iniciar 
la operación del proyecto, e incluso antes de iniciar la 
elaboración del mismo, se debe proporcionar toda la 
información a las comunidades afectadas, a fin de que 
puedan valorar las posibles afectaciones y puedan inclu-
so proponer cambios al proyecto que eviten impactos 
negativos a la forma de vida de las comunidades invo-
lucradas. Solo la realización de consultas que cumplan 
con éstos estándares mínimos nos permitirán construir 
una relación respetuosa entre los pueblos indígenas, el 

Estado mexicano y el resto de la sociedad y la goberna-
bilidad deseada por todos.

En nuestro estado de Oaxaca el tema se está debatien-
do tanto en las esferas comunitarias como en las guberna-
mentales. El pasado 8 de agosto en el marco de la ceremo-
nia conmemorativa del día internacional de los pueblos 
indígenas del mundo, el Arq. Jaime Martínez Veloz, Comi-
sionado Federal para el Diálogo con los pueblos indígenas 
expresó: “No es opcional el derecho a la consulta, es una 
obligación del Estado mexicano. La consulta tendrá que 
realizarse no solamente en la lengua materna de los pue-
blos –pues tienen ya que ser consultados para distintas 
iniciativas o proyectos– y también tendrá que construirse 
con los propios pueblos el método de consulta, pues no 
es el Estado mexicano ni son las autoridades quienes de-
ben determinar el método en forma unilateral”.

En el mismo acto, el Lic. Gabino Cué Monteagudo, 
Gobernador del Estado de Oaxaca expresó: “Creo que 
es necesario un cambio y sobre todo en estados como 
Oaxaca, donde nuestra gente le tiene un gran aprecio 
a su tierra, a su aire. Cuando revisamos temas que tie-
nen que ver con la energía eólica, con la minería, con 
explotación de agua o con el uso de nuestra reserva 
forestal, vemos claramente que estamos obligados a 
buscar mecanismos que generen orden y paz, y esa paz 
se logra cuando a los pueblos se les consulta, cuando 
la gente tiene la oportunidad de ser escuchada, y si la 
decisión que tomen es autorizar ese tipo de inversiones, 
pues adelante, hay que legitimarlo, si es en beneficio de 
la gente. Cuando no se consulta, cuando a la gente se 
le engaña, cuando a la gente se le trata de sorprender, 
es cuando se genera esa inestabilidad que no pode-
mos permitir que suceda ni siga sucediendo, no sólo en 
Oaxaca sino en cualquier parte del país”.
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PANORAMA LEGISLATIVO 
Y JURISPRUDENCIAL 
DEL DERECHO A LA 

CONSULTA EN MÉXICO

El derecho a la consulta a pueblos y comunidades indígenas en México, se 
encuentra establecido en el artículo 2, apartado B, fracción IX, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos. A pesar de ello, en el 
Congreso de la Unión, llámese Cámara de Diputado o de Senadores, no se 
ha aprobado ley específica alguna que reglamente el procedimiento que 
garantice dicho derecho.

Hay leyes secundarias como la ley minera y su reglamento que no di-
cen nada sobre la obligación de consultar a los pueblos indígenas antes 
de otorgar una concesión que puede llegar a causarles afectación.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en su artículo pri-
mero establece la obligación de todas las autoridades, en el ámbito de su com-
petencia, de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos. 

La Secretaria de Economía que es la encargada de otorgar dichas con-
cesiones, está obligada a cumplir con lo que establece la Constitución 
Mexicana y  el  Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo 
sobre Pueblos Indígenas y Tribales en países independientes OIT. 

Podría pensarse que esta obligación se cumple con el procedimiento 
de consulta pública en materia ambiental que se contempla en la Ley Ge-
neral de Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente (Art. 34), o con los 
reglamentado en materia de Impacto Ambiental (Arts. 39, 40, 41, 42 y 43).

El derecho a la consulta representa un mandato constitucional (Art. 2) 
y convencional (Arts. 6.1, 6.2, 7.1, 7.3, 8.1, 13. 1, 13.2, 14.1, 15.1 y 15.2. del 
Convenio 169 de la OIT). No puede, entonces, tenerse por cumplido me-
diante un procedimiento con lineamientos genéricos, aunque se hable de 
consulta pública.

eduardo castillo cruz / uabjo 
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El especialista en la materia, Francisco López Bárce-
nas, señala que se ha incorporado el tema en diversas 
leyes de competencia federal. Cita el caso del artículo 
segundo de la Ley de la Comisión Nacional para el De-
sarrollo de los Pueblos Indígenas, “se trata de una acción 
dirigida a orientar el quehacer de la Administración Pú-
blica Federal y por tanto no guarda ninguna relación 
directa con el ejercicio del derecho a la consulta de los 
pueblos indígenas.” (El derecho de los pueblos indíge-
nas de México a la consulta, 2013, pág. 41)

Si bien es cierto que la fracción IX de esta ley esta-
blece la obligación para diseñar y operar un sistema de 
consulta y participación indígena, López Bárcenas con-
sidera que el ejercicio de este derecho únicamente se 
refiere a la formulación, ejecución y evaluación de los 
planes y programas de desarrollo dirigidos a ellos.

Y que además se está ante una incompetencia de 
origen porque el Concejo Consultivo Indígena de la Co-
misión, encargado de operar el cumplimiento de esta 
obligación, está integrado por indígenas que no repre-
sentan a las pueblos y comunidades indígenas dado 
que es la Comisión la que los propone.

Otra de las leyes que cita es la Ley de Planeación, 
misma que se encarga de regular la elaboración del Plan 

Nacional de Desarrollo, y que en su artículo 20 establece 
que las comunidades indígenas deberán ser consulta-
das y podrán participar en la definición de los progra-
mas federales que afecten directamente el desarrollo de 
sus pueblos y comunidades. Lo que López Bárcenas dice 
es que no hay claridad  sobre la obligación de las auto-
ridades de incorporar dichas opiniones, porque, si esto 
no se hiciera, se estaría frente a una consulta para cubrir 
formas y no para garantizar derechos reconocidos.

En cuanto a la Ley General de Desarrollo Forestal Sus-
tentable, menciona que por disposición de su artículo 
primero es reglamentaria del artículo 27 de la Constitu-
ción Mexicana, pero cuando se trata de recursos foresta-
les cuya propiedad corresponde a los pueblos y comu-
nidades indígenas se deberá observar el artículo 2 de la 
misma constitución. 

En cuanto a la Ley del Instituto Mexicano de la Juven-
tud, que en su artículo 4, fracción V, dispone que, para el 
cumplimiento del objeto para el cual fue creado, dicho 
Instituto tiene dentro de otras atribuciones “consultar, en 
coordinación con la Comisión Nacional para el Desarrollo 
de los Pueblos Indígenas; garantizar la participación de 
éstos en su diseño y operación; y en su caso, incorporar a 
la planeación nacional sus recomendaciones propuestas.” 
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Ahora bien, todas estas normas, en concepto de este 
experto, establecen el fundamento constitucional de la 
Ley y el objetivo de ella. Me parece relevante la aclara-
ción que hace entre participación y consulta al indicar 
que la participación puede darse sin consulta a través de 
autoridades o de alguna organización indígena. (Pág. 45)

De esta breve enunciación de leyes secundarias  es 
posible advertir algunas conclusiones que Francisco 
López Bárcenas puntualiza: 1) Se reduce el derecho a 
la consulta a los aspectos de planeación y ejecución de 
planes y programas de gobierno,  y en algunos casos 
al diseño del presupuesto para llevarlos a cabo. 2) El fin 
que persiguen con la consulta es que opinen, sin que se 
esclarezca el destino de esas opiniones. 3) Ninguna de 
estas leyes hace referencia a la forma de consultar. 

Bajo este panorama legislativo secundario no es 
aventurado señalar que el Estado Mexicano no garan-
tiza de manera satisfactoria el derecho a la consulta de 
pueblos y comunidades indígenas.

Ahora veamos cuál es la interpretación al respecto 
que se ha realizado en el ámbito judicial por jueces y 
juezas mexicanos.

En el amparo en revisión 631/2012, en la que se im-
pugnó una resolución de impacto ambiental de 23 de 
febrero de 2011 que autorizaba la construcción de un 
acueducto, la primera sala de la Suprema Corte de Jus-
ticia de México resolvió por unanimidad de sus 5 inte-
grantes (8 mayo 2013), que la comunidad Yaqui (Sonora) 
cuenta con un derecho de disposición del agua de la 
Presa La Angostura, y en razón de ello la autorización 
otorgada por la Secretaría sí se vincula con el derecho 
jurídicamente tutelado a la comunidad indígena.

En la misma resolución se considera que “la protec-
ción efectiva de los recursos naturales presentes en los 
territorios indígenas requiere que se garantice el ejer-
cicio de ciertos derechos humanos de índole procedi-
mental, principalmente el acceso a la información, la 
participación en la toma de decisiones y el acceso a la 
justicia.” (p.79)

Se admite que el derecho a la consulta no se encuen-
tra desarrollado ampliamente en la norma constitucio-
nal, y que es en el ámbito internacional, “específicamen-
te en el Convenio 169 de la Organización Internacional 
del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países 
Independientes, en donde encontramos dimensiones 
más amplias, las cuales deben ser tomadas en conside-
ración por todas las autoridades, y en específico, por la 
responsable, dada su obligatoriedad…” (p.80)

Es importante que ahí se haya dicho que la obli-
gación del Estado Mexicano a consultar a los pueblos 
y comunidades indígenas cuando se dicten medidas 
legislativas o administrativas susceptibles de afectarles 
directamente, en términos de los artículos 6°, 7° y 15 del 
Convenio 169 de la OIT,  “no depende de la demostra-
ción de una afectación real a sus derechos, sino de la 
susceptibilidad de que se puedan llegar a dañarse, pues 
precisamente uno de los objetos del procedimiento es 
determinar si los intereses de los pueblos indígenas se-
rían perjudicados.” (p.82)

Otra de las cuestiones  que ahí se aborda es la di-
ferencia entre consulta y consentimiento, se dice que 
todo proceso de consulta debe perseguir el objetivo del 
consentimiento, pero que en algunos casos, “puede que 
su ausencia no impida a las autoridades decretar las ac-
ciones correspondientes.”

En estos términos, la obtención del consentimiento 
se hace depender del nivel de impacto que tendrá el 
funcionamiento u operatividad de alguna obra sobre la 
comunidad o grupo indígena, “debiéndose ponderar los 
intereses sociales en juego, esto es, tanto de los afecta-
dos como de los beneficiados por la obra, quedando en 
aptitud las autoridades correspondientes a decretar, en la 
medida de sus facultades, las acciones necesarias para re-
sarcir o aminorar las eventuales afectaciones que deriven 
de la operatividad del proyecto sobre la cuenca a manera 
de garantizar la subsistencia de la Tribu a la que se con-
cede el amparo a fin de que sea escuchada para efectos 
de la operación (no construcción) del Acueducto.” (p. 87)
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¿Y EL DERECHO 
A LA CONSULTA?*
eduardo bautista / iisuabjo 

La pregunta es pertinente si consideramos que fue planteada a una 
delegación del gobierno mexicano ante el Consejo de Derechos 
Humanos de la ONU, en comparecencia el pasado 22 de octubre 
en Ginebra, Suiza. La representación de Reino Unido preguntó a los 
mexicanos ¿Qué medidas está tomando el Gobierno para mejorar 
la situación de las comunidades en donde no se concedió el dere-
cho al consentimiento libre, previo e informado antes del desarrollo 
de parques eólicos en el Istmo de Tehuantepec?

Otra pregunta realizada ¿si los procedimientos y las herramien-
tas que se están implementando permiten asegurar que las tran-
sacciones de tierras sean transparentes y respetan los derechos de 
propiedad de las comunidades locales? (Ver www.codigodh.org ) Al 
parecer no y por el contrario, lo que encontramos en este caso parti-
cular, es una situación de hostigamiento y acoso a las comunidades, 
como están constatando elementos de las Brigadas Internaciona-
les de Paz -provenientes de Holanda, Alemania y Francia- las cuales 
acudieron a la ciudad de Juchitán, Oaxaca, para constatar la quema 
de un campamento de la Asamblea Popular del Pueblo Juchiteco 
(APPJ) ocurrido el pasado 15 de octubre (La Jornada, 22/10/13).

El problema no es local si consideramos que, de acuerdo con la 
CEPAL, México es uno de los cuatro países de América Latina que 
acumulan más conflictos socio-ambientales provocados por empre-
sas multinacionales, las cuales son provocadas por la contaminación, 
restricción o escasez de agua, falta de consulta previa a las comu-
nidades, disputas territoriales, desplazamiento de pueblos origina-
rios, cambios de uso de suelo, violaciones de derechos humanos e 
incumplimiento de políticas de responsabilidad social corporativa.

Artículo publicado en el Periódico Noticias 27/10/2013. Se reproduce con autorización    
del autor.

*
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El organismo oficial dependiente de la ONU, atribuye los con-
flictos a la falta de una legislación que incluya leyes ambientales, 
sociales, laborales y territoriales entre otras, así como también a la 
falta de firmeza de los gobiernos al monitorear y sancionar la falta 
de cumplimiento de las políticas de desarrollo sostenible.

El documento “Desarrollo minero y conflictos socio ambienta-
les. Los casos de México, Colombia y Perú”, publicado en la serie de 
Macroeconomía del Desarrollo, septiembre 2013, enlista casos por 
minería abierta, pero también por exposición a metales pesados, 
conflictos territoriales, disputa por la ocupación de zonas arqueoló-
gicas o problemas de precios en la compra de terrenos. 

En los conflictos entre comunidades y multinacionales, identifi-
ca a las siguientes compañías: Minera San Xavier subsidiaria de Me-
tallica Resources New Gold, Grupo Frisco, Gold Group, Ferro Gusa 
Carajás (en Real de Catorce), Minefinders Corporation of Vancuver, 
Pan American Silver, Linear Golpe Corp, Grupo Carso, Mina de Oro 
Nacional (de capital canadiense), Minefinders Corporation of Van-
cuver, Continuum Resources Minera Natividad, Minera El Rosario, 
Great Panther Resources Limited y Media Luna.

Al respecto cabe destacar la observación del geógrafo David 
Harvey, quien indica que la acumulación capitalista en los últimos 
40 años ha dependido cada vez más del despojo y menos de la ex-
pansión de la producción real, en un proceso que identifica como 
“land grab” o despojo de tierras (Nostromo, vol. 5/2012). Agregaría 
que además del despojo de tierras, la acumulación también se sos-
tiene en la especulación financiera que no tiene asideros producti-
vos o de la volatilidad del capital.

Es importante identificar con claridad la ofensiva del neolibe-
ralismo en sus afectaciones a la humanidad, a los territorios, a la 
ecología. Además, considerar que el capital no solo tiene un so-
porte económico como la acumulación, máxima renta y costos 
mínimos; también tiene una forma política, la subordinación de los 
gobiernos y la cooptación y persecución de los disidentes, pero 
también una forma cultural que se expresa en los medios masivos 
para fomentar los egoísmos individualistas y la descalificación de 
quienes se organizan en contra del sistema a través de una fantasía 
desarrollista que ha demostrado sus efectos devastadores en lo so-
cial y en lo ecológico. Sobran investigaciones científicas sobre los 
desastres generados.
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Sin embargo, el proceso neoliberal es sostenido con reformas 
políticas e institucionales que se imponen a los gobiernos de la re-
gión, incluidos los gobiernos identificados como progresistas como 
Bolivia, Brasil y Argentina. Ni que decir de los gobiernos de derecha 
como el de México, Perú o Colombia, en donde las multinacionales 
tienen entrada libre.

En este escenario de conflictividad, de voracidad de las empre-
sas neoextractivas se comprende mejor las nuevas luchas y exigen-
cias de los pueblos indígenas por la defensa del territorio, del medio 
ambiente, de la dignidad, de la vida, del derecho a la consulta pre-
via, libre e informada sobre los futuros colectivos.

El derecho a la consulta hacia los pueblos y comunidades en 
donde se emprendan proyectos de impacto regional no debe que-
darse en un referente normativo más de la Convención 169 de la 
OIT, de la Declaración Internacional de los Pueblos Indígenas o de 
nuevas reformas constitucionales de los Estados. Por el contrario, 
debe pasar al terreno de los hechos, que se respete como práctica 
política de los diversos actores sociales en América Latina y en todos 
los lugares en donde se emprendan proyectos de impacto regional.


